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Efectos de las reformas a las políticas de  
formación de docentes en programas  
de filosofía en Colombia
Alejandro Farieta-Barrera* | Luis Alejandro Murillo Lara**

Entre 2015 y 2017 se llevó a cabo en Colombia una reforma a las políticas 
de formación de maestros. Se analiza el proceso de implementación de di-
cha normatividad empleando la metodología de estudio de caso múltiple 
con cinco instituciones en Bogotá y se examinan las consecuencias que 
tuvo para estos programas: encarecimiento y reducción de estudiantes. 
Se evidencia que la implementación de la reforma estudiada desestimuló 
la formación de docentes en filosofía. Los cambios implementados evi-
denciaron fracturas en la legislación y un fracaso en la estrategia de mer-
cantilización de la educación, pues en un contexto inequitativo como el 
colombiano, para resolver los problemas de la educación no es suficiente 
con regular el mercado educativo.

Between 2015 and 2017, a reform of teacher training policies was carried out 
in Colombia. The process of implementing this normativity is analyzed us-
ing the multiple case study methodology with five institutions in Bogota and 
the consequences for these programs are examined: higher prices and reduc-
tion of students. It is evident that the implementation of the studied reform 
discouraged the training of teachers in philosophy. The changes implemented 
showed fractures in the legislation and a failure in the strategy of commer-
cialization of education, since in an inequitable context like the Colombian 
one, solving the problems of education is not enough to regulate the educa-
tion market.
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Introducción y contexto

En la formulación de políticas públicas edu-
cativas cada vez es más aceptada la tesis según 
la cual el profesor es el agente que tiene ma-
yor incidencia en los resultados obtenidos por 
los estudiantes (Hanusheck 2011; Hanusheck 
et al., 2018; Coenen et al., 2018). El logro edu-
cativo de los estudiantes, principalmente en 
primaria y secundaria, ha sido el centro de di-
versos estudios a nivel mundial en economía 
de la educación, pues se considera que explica 
el crecimiento económico de muchos países 
a nivel mundial, así como el rezago de otros 
(Hanushek y Woessmann, 2012; 2015a; 2015b). 
Desde esta perspectiva, varios informes han 
concluido que los bajos niveles educativos 
encontrados en países de América Latina, 
evidenciados en los últimos años por los re-
sultados en las pruebas del Programa para la 
Evaluación Internacional de los Estudiantes 
(PISA) (OECD, 2014; 2016; 2019), estarían influ-
yendo en su lento crecimiento económico 
(Hanushek y Woesssman, 2012; OECD, 2019); 
y uno de sus principales factores sería preci-
samente la calidad de los docentes (Bruns y 
Luque, 2015; OECD, 2018; UNESCO-OREALC, 
2013; 2016). Colombia no ha sido la excepción. 
En el año 2014, un estudio financiado por la 
Fundación Compartir —una organización 
no gubernamental (ONG) empresarial na-
cional— mostró que los estudiantes de pro-
gramas de pregrado en formación inicial de 
docentes presentaban puntajes inferiores en 
pruebas nacionales estandarizadas en compa-
ración con los demás programas de pregrado 
(García et al., 2014); además, mostró que estos 
estudiantes obtenían en educación media 
desempeños inferiores respecto de quienes 
ingresaban a otros programas de pregrado. 
Por último, concluía que los estudiantes de 
universidades que contaban con acreditación 
de alta calidad lograban mejores desempeños.

Los bajos resultados de Colombia en los 
últimos años en las pruebas PISA (ICFES, 2017), 
junto con estudios como los mencionados y 

otras recomendaciones internacionales (OECD/
International Bank for Reconstruction and 
Development/The World Bank, 2013; Bruns y 
Luque, 2015; OREALC, 2013, 2016), condujeron 
a una intervención mediante política pública 
en los pregrados de formación de docentes, 
que en Colombia se ofrecen en distintas áreas 
disciplinares y se denominan “licenciaturas”. 
Inicialmente, la Ley 1753 de 2015, con la cual 
se emitió el Plan Nacional de Desarrollo 2014-
2018 (CRC, 2015, art. 222), exigió acreditación de 
alta calidad a estos programas, en línea con las 
recomendaciones internacionales (DNP, 2015). 
Dicha acreditación es otorgada por el Ministe-
rio de Educación Nacional (MEN), a través del 
Consejo Nacional de Acreditación (CNA), una 
vez que los programas que se presentan cum-
plen con los “Lineamientos para la acreditación 
de programas de pregrado” (MEN-CNA, 2013). 
Dicha ley dio un plazo de dos años a partir de 
su promulgación para que todas las licenciatu-
ras en Colombia obtuvieran la acreditación de 
alta calidad, o dos años a partir del momento 
en que cumplieran con los requisitos mínimos 
para obtenerla. En caso de no obtener la acre-
ditación, los programas perderían también su 
registro calificado, que es el permiso otorgado 
por el MEN para poder funcionar, por lo que se-
rían cerrados definitivamente.

Posteriormente, y siguiendo las directrices 
del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, el 
presidente de la República emitió un decreto 
con condiciones de calidad específicas para 
dichos programas (PRC, 2015, 17 de diciem-
bre); para reglamentar este decreto, el MEN 
promulgó las características específicas de ca-
lidad que dichos programas deberían cumplir 
(MEN, 2016, 3 de febrero). Cabe decir que antes 
de la promulgación de estas dos normas, no 
existía en Colombia una normatividad espe-
cífica para las licenciaturas, sino sólo la nor-
matividad general que aplica a todos los pro-
gramas de pregrado (PRC, 2015, 26 de mayo); la 
Ley 1753 y este Decreto establecieron las nue-
vas condiciones que debían evidenciar las li-
cenciaturas para obtener su registro calificado 
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y así poder ofrecer sus servicios. Entre las nue-
vas exigencias se encontraban, entre otras, que 
todos los programas contaran con 50 créditos 
académicos de prácticas pedagógicas,1 que 
los programas a distancia tuvieran mínimo  
40 créditos presenciales y que se garantizara 
que los egresados alcanzaran un nivel B1 de 
inglés, de acuerdo con el Marco Común Eu-
ropeo de referencia para las lenguas.

La implementación de esta nueva norma-
tividad tuvo una serie de implicaciones que 
afectaron de manera directa a los estudiantes 
y docentes de los programas mencionados. La 
principal de ellas fue el cierre de algunos de 
éstos: de los 501 que existían en Colombia en 
junio de 2016, en febrero de 2020 se encontra-
ban activos 479 (Arias et al., 2018). Algunos de 
estos cierres se dieron en universidades regio-
nales, en donde la oferta de pregrados de for-
mación de docentes es mucho menor, y existe 
una mayor demanda de profesores de prima-
ria y secundaria, así como una menor calidad 
educativa medida a través de pruebas estan-
darizadas (Bonilla-Mejía et al., 2018). Ante esta 
situación, y en buena medida por presiones de 
las universidades (Arias et al., 2018), fue san-
cionado el Decreto 892 (PRC, 2017) que aumen-
tó a 32 meses el plazo para la acreditación de 
los programas en las regiones más pobres de 
Colombia. Esto alivió transitoriamente la si-
tuación de 106 programas que habrían sido 
cerrados, lo que habría implicado la pérdida 
de cerca de 13 mil 250 cupos en educación su-
perior al año en estas regiones y municipios, 
como advierte este mismo Decreto. Adicio-
nalmente, la Resolución 2041 de 2016 fue de-
rogada posteriormente y reemplazada por la 
Resolución 18583 (MEN, 2017), que redujo a  
40 el número de créditos obligatorios de prác-
ticas, entre otros ajustes.

La fecha límite para que estos programas 
cumplieran con los requisitos exigidos por los 
lineamientos de acreditación de programas  

	 1	 En Colombia, un crédito académico es el equivalente a 48 horas de trabajo (PRC, 17 de diciembre, 2015, art. 2.5.3.1.8) 
y los semestres son habitualmente de 16 semanas, por lo que un semestre académico regular de un programa de 
pregrado consta aproximadamente de 16 créditos y un programa de pregrado cuenta con entre 122 a 184 créditos 
(Farieta et al., 2015).

de pregrado (MEN-CNA, 2013) era el 28 de enero 
de 2020; sin embargo, con la llegada de un nue-
vo gobierno en 2018 y de su correspondiente 
Plan de Desarrollo 2018-2022 (CRC, 2019), tan-
to la exigencia de acreditación de alta calidad 
como los demás requerimientos para las licen-
ciaturas fueron derogados y, por consecuen-
cia, finalmente estos programas no se vieron 
afectados. Este nuevo plan de desarrollo, sin 
embargo, no contempla ninguna estrategia 
directa sobre la formación inicial de docentes 
a nivel nacional, ni se dieron razones técnicas 
o basadas en evidencias del retiro de la política 
para los programas de formación de maestros.

En este contexto, la pregunta que nos hace-
mos en este artículo es: ¿cuáles fueron las con-
secuencias de la aplicación de la normatividad 
vigente entre 2015 y 2018 en seis de las 13 licen-
ciaturas en filosofía en la ciudad de Bogotá? 
Para responder a ella examinaremos la manera 
en que la nueva normatividad evidenció ten-
siones, desarticulaciones o fisuras en la políti-
ca, o la brecha entre lo que McNeil y Coppola 
(2006) denominan la “historia oficial” de la po-
lítica pública —vista desde quien la formula— y 
la “historia no oficial”, que es la que se vive en 
las comunidades y en las instituciones, y que 
muchas veces es silenciada por las aproxima-
ciones estándar al análisis de política pública.

Los programas de formación de docentes 
de educación básica en filosofía han sido centro 
importante de discusión dentro de las institu-
ciones, pues en muchos casos éstos se han visto 
amenazados o incluso se han cerrado, no sólo 
debido a normatividades como ésta, sino por 
un contexto mercantilizado de la educación 
en el que la filosofía es vista como un “adorno 
innecesario” (Acevedo y Prada, 2017; Herrera, 
2022; Nussbaum, 2012), o por darle un sentido 
más operativo, enfocado en la demanda labo-
ral (Prada-Dussán, 2024). De manera seme-
jante, hay estudios que muestran, desde un 
punto de vista cuantitativo, que el componente 
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disciplinar —filosófico— está asociado de ma-
nera positiva con un mejor desempeño de los 
estudiantes en pruebas estandarizadas en Co-
lombia (Farieta, 2022; Farieta y Delprato, 2024), 
por lo que su reducción podría traer efectos 
perjudiciales para estos programas en los mis-
mos términos en los que la política pública 
espera evaluarlos. Asimismo, se ha mostrado 
que el aumento en el número de prácticas pe-
dagógicas podría tener un efecto positivo en 
pruebas estandarizadas; sin embargo, no hay 
evidencia suficiente para mostrar que la acre-
ditación de alta calidad tenga un efecto seme-
jante (Farieta, 2020; Farieta y Delprato, 2024).

Marco conceptual

Mercantilización de la educación y la 
nueva gestión pública
En Colombia, la Ley General de Educación 
Superior concibe la educación como un ser-
vicio público y al Estado como el garante de 
velar por su calidad (CRC, 1992). Se trata de un 
servicio que ofrecen instituciones tanto de 
carácter público como privado, que compiten 
entre sí por atraer estudiantes, en una estruc-
tura de mercado (Dill, 1997) en la que el papel 
del Estado es más la de un supervisor que la de 
un oferente del servicio. Esto obedece a una 
serie de políticas de orientación neoliberal 
aplicadas por muchos estados, por las cuales 
algunas funciones estatales pasan a ser cum-
plidas por particulares. Como señalan Rizvi y 
Lingard (2010), el rechazo de políticas de corte 
keynesiano a partir de los años ochenta ha lle-
vado en muchos países a que el Estado funja 
más como un supervisor de la educación que 
como oferente; en este marco de política neo-
liberal, se utilizan mecanismos de mercado 
(oferta y demanda) para resolver problemas 
como la cobertura, mientras el gobierno se 
centra más en evaluar la calidad del servicio a 
través de estrategias de rendición de cuentas.

Estos mecanismos de mercado, que con-
vierten a la educación en algo que se compra 
y se vende (esto es, en mercancía), involucran 

principalmente tres factores, tal como ha sido 
señalado por Verger: 1) liberalización: intro-
ducción de la competencia y otros principios, 
reglas y valores del mercado en los sistemas 
educativos; 2) privatización: aumento de la 
provisión privada de servicios educativos; y  
3) comercialización: el sector educativo partici-
pa directamente en el comercio, que por lo ge-
neral trasciende fronteras nacionales, por lo que 
se convierte en un proceso global de compra y 
venta de servicios educativos (Verger, 2013).

Este ambiente de mercantilización de la 
educación está asociado con el surgimiento 
de la “nueva gestión pública” (NGP, new public 
management), para la cual las prácticas y con-
ceptos del ámbito empresarial aumentan la 
eficiencia y la eficacia en la gestión de los servi-
cios públicos (Verger y Normad, 2015). Para el 
caso de la educación superior, Broucker y De 
Wit (2015) identifican como rasgos de la NGP: 
1) una política pública donde el Estado sólo 
es un supervisor que define un marco gene-
ral para el sistema educativo, mientras que el 
mercado se convierte en mecanismo de coor-
dinación (Arias et al., 2018; Dill, 1997; Moc-
kler, 2013); 2) una gobernanza gerencialista, es 
decir, la concentración vertical de la toma de 
decisiones; y 3) los recortes de la financiación 
pública y la competencia por la misma.

Parte central de las reformas educativas 
orientadas por la NGP son los mecanismos de 
rendición de cuentas de corte gerencial (Par-
cerisa y Verger, 2016), los cuales se basan en la 
medición de resultados de aprendizaje obte-
nidos a través de instrumentos de evaluación 
estandarizada a gran escala; las instituciones y 
los maestros son quienes rinden cuentas y, por 
tanto, corren con las consecuencias de la eva-
luación. La implementación de la evaluación 
a gran escala generalmente precede a la adop-
ción de mecanismos de rendición de cuentas 
basados en resultados, a los cuales, posterior-
mente, se asocian consecuencias (Verger et al., 
2019). Sin embargo, mientras que los prime-
ros no reciben mucha resistencia —en parte 
porque no resultan invasivos—, lo contrario 
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sucede con los segundos, por lo que el desarro-
llo de estos últimos es más lento y heterogéneo.

Parcerisa y Verger (2016) y Verger et al. (2019) 
insisten en que los rasgos específicos de estas 
reformas, sus mecanismos e instrumentos, no 
pueden verse como aspectos puramente técni-
cos, pues tienen amplias implicaciones políti-
cas.2 Para comprender su recepción, puesta en 
práctica y resultados, además de las mencio-
nadas implicaciones, deben tenerse en cuenta 
los contextos tanto institucionales como so-
cioeconómicos en los que son aplicadas (Ball 
et al., 2012), los instrumentos previamente 
en operación y la respuesta de los actores del 
sistema educativo a las reformas. Asimismo, 
Verger et al. (2019) insisten en que debe tenerse 
en cuenta que los mecanismos e instrumentos 
adoptados en estas reformas pueden dar lugar 
a estructuras y efectos no previstos. Particular-
mente en Colombia, la literatura reporta como 
efecto de la NGP una especie de “isomorfismo” 
entre las instituciones, pues éstas terminan pa-
reciéndose cada vez más entre sí al seguir los 
mismos estándares (Pineda y Celis, 2017).

Aproximación crítica a la NGP
Las reformas educativas orientadas por la NGP 
han sido adoptadas de manera generalizada 
a pesar de que existe poca evidencia sobre sus 
resultados (Broucker y De Wit, 2015; Parcerisa y 
Verger, 2016). Estos autores mencionan resulta-
dos decepcionantes en educación superior, de-
bidos a que el sistema organizacional del sector 
privado resulta inadecuado para las particula-
ridades de ese nivel. También se ha encontra-
do que la gravedad de las consecuencias de la 
rendición de cuentas aumenta la posibilidad de 
que surjan comportamientos no deseados en 
las instituciones educativas (enseñar sólo para 
la prueba, “triage educativo”, evitar ser docente 
en instituciones con mucha población vulnera-
ble), lo cual conlleva efectos negativos en térmi-
nos de equidad (Ohemeng y McCall-Thomas, 

	 2	 Por ejemplo, estos procesos han sido vistos como particularmente nocivos para la enseñanza de las humanidades 
y en particular de la filosofía (Nussbaum, 2012), además de que han conducido al cierre de varios programas de 
filosofía en diversas partes del mundo (McGettigan, 2013; Farieta y Delprato, 2024).

2013). De igual modo, se señala que estas po-
líticas afectan negativamente la autonomía, 
identidad y profesionalismo de los docentes, así 
como las relaciones de poder en las institucio-
nes educativas (Falabella, 2014; Mockler, 2013).

Asimismo, han surgido críticas a premi-
sas fundamentales de estas reformas: que la 
calidad de la educación per se conduce a la re-
ducción de la pobreza —la cual, en opinión de 
Bonal (2016), se usa como excusa para no im-
plementar políticas que reduzcan la injusticia 
social—; que el docente sea responsable del me-
joramiento de la calidad de la educación (Arias 
et al., 2018; Mockler, 2013; Parcerisa y Verger, 
2016); y que el sistema educativo termine cen-
trándose en la capacitación de individuos a los 
que sólo se ve como futuros asalariados (Arias 
et al., 2018). Del mismo modo, se ha visto con 
desconfianza la preocupación por el desarrollo 
económico que declaran estas reformas, en la 
medida en que no es clara la correlación entre 
crecimiento económico, reducción de la desi- 
gualdad y justicia social (Bonal, 2016), más aún 
en contextos de conflicto y violencia (Novelli, 
2016), como es el caso de Colombia.

De otro lado, se critica que estas reformas 
contienen una visión empobrecida del ejerci-
cio docente, como un grupo de habilidades 
técnicas donde el docente es receptor pasivo 
de conocimiento que debe reproducir y un 
desarrollador de competencias que otros han 
establecido (Arias et al., 2018; Mockler, 2013). 
Se advierte que, en esta visión, el Estado busca 
garantizar la calidad docente limitándose a la 
regulación y estandarización, al tiempo que se 
establece una retórica de culpa, miedo e histo-
rias heroicas de maestros ejemplares.

En este tipo de reformas, se alega, la eva-
luación no es un proceso formativo situado, 
sino un procedimiento técnico de peritaje 
externo, descontextualizado, burocrático y 
autoritario, en el que no importan los inputs, 
ni los procesos, sino los resultados (Lima, 
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2016; Parcerisa y Verger, 2016). También se ar-
gumenta en la literatura que estas reformas 
no sólo simplifican realidades complejas y 
multidimensionales (Mockler, 2013; Verger 
et al., 2019), sino que presentan las prácticas 
y conceptos de la empresa privada como mo-
dernizantes y antiburocráticos, pese a que el 
concepto weberiano de burocracia les es apli-
cable en la medida que conllevan a la creación 
de múltiples instancias de regulación y al sur-
gimiento de una “industria de la evaluación” 
(Lima, 2016; Verger et al., 2019).

Objetivos y metodología

Nuestro objetivo en este estudio fue estable-
cer qué implicaciones trajo la implementa-
ción de las reformas educativas impulsadas 

en 2015, orientadas por la NGP, en seis licencia-
turas en filosofía de la ciudad de Bogotá. Para 
la selección de la muestra, enviamos cartas de 
invitación a los directores de los 13 programas 
existentes antes de las reformas (Farieta et al., 
2015). Siete de ellos aceptaron la invitación, 
por lo que contamos con una representación 
de 54 por ciento de los programas de la ciudad. 
Algunas universidades decidieron no partici-
par debido a que todavía no tenían decidida 
su estrategia para enfrentar la nueva norma-
tividad o se encontraban haciendo cambios 
estructurales del programa o de las facultades 
debido a ésta. A continuación, presentamos 
una caracterización de los seis programas 
estudiados antes de la promulgación de la 
normatividad específica para las licenciaturas 
(Tabla 1):

Tabla 1. Caracterización de los programas en el año 2015

Institución Nombre programa Cr. Sector Metodología Tipo de re-
gistro ante 

el MEN

Cr. F. Cr. Pr.

Corporación Uni-
versitaria Minuto 
de Dios (UMD)

Lic. en Filosofía 144 Privado Presencial Acredita-
ción de alta 
calidad por 
4 años

80 14

Universidad Pe-
dagógica Nacional 
(UPN)

Lic. en Filosofía 160 Público Presencial Registro 
calificado

103 16

Universidad San 
Buenaventura 
(USB)

Lic. en Filosofía 137 Privado Presencial Acredita-
ción de alta 
calidad por 
4 años

105 12

Universidad Santo 
Tomás (USTA)

Lic. en Filosofía y 
Educación Religiosa

157 Privado Distancia Registro 
calificado

66 6

Lic. en Filosofía, 
Pensamiento Político 
y Económico

157 Privado Distancia Registro 
calificado

79 6

Lic. en Filosofía, 
Ética y Valores 
Humanos

157 Privado Distancia Registro 
calificado

79 6

Universitaria 
Agustiniana 
(Uniagustiniana)

Lic. en Filosofía 150 Privado Presencial Registro 
calificado

69 4

Nota: Lic.: licenciatura (formación docente); Cr.: número total de créditos del programa; Cr. F.: créditos en cursos 
filosóficos; Cr. P.: créditos en prácticas pedagógicas.

Fuente: elaboración propia con base en los documentos oficiales de los programas (Farieta et al., 2015).
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Se empleó una metodología cualitativa, 
mediante un enfoque de estudio de caso múl-
tiple (Borman et al., 2006; Yin, 2018). De esta 
manera, buscamos una descripción en detalle 
de lo sucedido en cada uno de los casos, para 
alcanzar una comprensión profunda del fenó-
meno (Merriam y Tisdell, 2016). La unidad de 
caso para el estudio fueron las instituciones y 
no los programas ya que, en primer lugar, la 
mayoría de las decisiones sobre cambios en 
los programas se tomaron a partir de directri-
ces institucionales. Estas instituciones tenían 
otras licenciaturas, por lo cual muchos de los 
ajustes se implementaron en varias de ellas, en 
línea con los reglamentos académicos y otras 
políticas y disposiciones institucionales. En 
segundo lugar, en los programas que estudia-
mos incluimos tres de la Universidad Santo 
Tomás (USTA) que tenían un mismo coordi-
nador, quien fue el principal actor en el ajuste 
a lo exigido por la nueva legislación.

Llevamos a cabo un análisis de los do-
cumentos oficiales de los programas, como 
documentos maestros de registro calificado, 
informes de autoevaluación de los programas 
e informes y solicitudes de actualización del 
plan de estudio. Del mismo modo, realiza-
mos 12 entrevistas a profundidad a los direc-
tores o coordinadores de los programas, a los 
coordinadores de prácticas y otros profesores 
que participaron tanto en la construcción de 
los nuevos planes de estudio, como en la ela-
boración de los documentos maestros o in-
formes para la obtención de la acreditación y, 
en el caso de la Uniagustiniana, al vicerrector 
general. Todos los participantes firmaron con-
sentimiento informado. La mayoría de ellos 
prefirieron ser mencionados por su nombre, 
aunque en algunos casos decidieron permane-
cer anónimos. Para el análisis, las entrevistas 
se triangularon con los documentos institu-
cionales, los lineamientos emitidos por el MEN 
(2014; 2016a; 2016b) y todo el soporte conceptual 
de la nueva legislación, así como con el marco 
conceptual que guía el presente estudio.

Las entrevistas fueron grabadas y pos-
teriormente transcritas. El análisis se llevó a 
cabo siguiendo las categorías examinadas en el 
marco teórico, de donde se obtuvieron los có-
digos etic; luego de la transcripción de las en-
trevistas y el análisis de los documentos insti-
tucionales surgieron códigos emic y categorías 
emergentes (Saldaña, 2015). La presentación 
de los resultados y la discusión se construyó 
teniendo en cuenta ambos tipos de categorías.

Es preciso mencionar que, de las institu-
ciones estudiadas, sólo la Universidad Peda-
gógica Nacional (UPN) es oficial de carácter 
público, y que en Bogotá es la única con esas 
características en ofrecer la licenciatura en 
filosofía en modalidad presencial. Esta uni-
versidad, además, está consagrada misional-
mente a la formación de docentes, por lo que 
todos sus programas de pregrado son licen-
ciaturas. Las demás no solamente son institu-
ciones privadas, sino que también son confe-
sionales y están dirigidas por alguna orden o 
comunidad religiosa: la USTA está regida por 
la Orden de los Predicadores (OP, u Orden 
de Santo Domingo); la Universidad San Bue-
naventura (USB) es dirigida por la Orden de 
Frailes Menores (OFM, o frailes franciscanos); 
la Corporación Universitaria Minuto de Dios 
(UMD) está a cargo de la Congregación de Je-
sús y María (CJM, o Comunidad Eudista); y la 
Uniagustiniana es una institución de la Or-
den de los Agustinos Recoletos (OAR). Como 
evidenciarán los resultados, éste fue un factor 
importante para que se mantuvieran y se apo-
yaran las licenciaturas en estas instituciones.

La USTA cuenta con 23 centros regionales 
que se encuentran distribuidos por todo el 
país, por lo que sus programas de modalidad 
a distancia atienden a estudiantes de distintas 
regiones; esto permitió que el alcance de esta 
investigación trascendiera la ciudad de Bogo-
tá. Esta universidad cuenta también con un 
programa presencial de Licenciatura en Fi-
losofía y Letras; sin embargo, éste no se pudo 
incluir en el presente estudio por asuntos rela-
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cionados con el cambio de decano del progra-
ma presencial y con dificultades producidas 
por el cambio de legislación.

Resultados

A continuación, presentamos una síntesis de 
los cambios más generales ocurridos en las 
instituciones y los programas de licenciatura 
en filosofía para ajustarse a la normatividad 
vigente entre 2015 y 2018 (Tabla 2). Estos cam-
bios incluyen la reducción significativa en el 
número de estudiantes, el cierre de dos pro-
gramas, la modificación de la denominación 
de otro y el aumento en el número de créditos 

y semestres en otros tres. Solamente el progra-
ma de la UPN mantuvo su estructura general, 
en buena medida debido a que, por ser el más 
joven —inició su funcionamiento en enero 
de 2009—, pudo adaptarse a la segunda regla-
mentación sin tener que hacer una reforma 
sustantiva de su plan de estudio. Para cum-
plir con el número de créditos de prácticas 
exigidos por la normatividad específica para 
las licenciaturas, la mayoría de los programas 
redujeron sus créditos en cursos disciplinares 
de filosofía (Tabla 1). El programa de la UMD 
pasó de 80 a 65 créditos disciplinares, el de la 
UPN de 103 a 95 y el de la USB de 105 a 81.

Tabla 2. Modificaciones generales a los programas

Institución Programa Después de la reforma Cr. F. Cr. Pr.
UMD Lic. Filosofía Reforma sustantiva del plan de estudio. Aumento del 

número de créditos de 144 a 160. Pasó de 8 a 9 semestres. 
Ajuste a Res. 2041 de 2016.

65 50

UPN Lic. Filosofía No hubo modificaciones sustantivas. Desplazamiento 
de cuatro créditos disciplinares que pasaron al área de 
educación para completar 40 créditos de prácticas. Ajuste 
a la Res. 18583 de 2017.

95 40

USB Lic. Filosofía Reforma sustantiva del plan de estudio. Aumento del 
número de créditos de 137 a 150. Se mantienen los 8 semes-
tres. Ajuste a Res. 2041 de 2016.

81 50

USTA Lic. Filosofía y Edu-
cación Religiosa

Cambio de denominación a Lic. en Educación Religiosa, 
y reforma integral del plan de estudio. Ajuste a Res. 2041 
de 2016.

N/A 50

Lic. Filosofía, Pen-
samiento Político y 
Económico

Antes de la promulgación de la normatividad, la univer-
sidad había decidido cerrar la Lic. en Filosofía, Ética y 
Valores Humanos, dada la similitud de ambos programas. 
Se cambia la denominación a Lic. en Filosofía. Negación 
de acreditación de alta calidad y cierre del programa. 
Actualmente la institución sigue estudiando la posibilidad 
de reabrir el programa.

— —

Lic. Filosofía, Ética 
y Valores Humanos

Uniagustiniana Lic. Filosofía Reforma sustantiva del plan de estudio. Aumento del 
número de créditos de 154 a 176. Pasó de 9 a 10 semestres. 
Ajuste a Res. 2041 de 2016.

70 50

Nota: Lic.: licenciatura (formación docente); Cr.: número total de créditos del programa; Cr. F.: créditos en cursos 
filosóficos; Cr. P.: créditos en prácticas pedagógicas.

Fuente: elaboración propia con base en los documentos institucionales de los programas.
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Aumento en el número de créditos  
y semestres y reducción en el número  
de estudiantes
En el Gráfico 1 se muestran las cifras de ma-
triculados para las licenciaturas en filosofía 
en Bogotá. Como se evidencia, ha habido una 
reducción significativa de la matrícula, en es-
pecial en los programas estudiados. Si bien 
algunos de los programas no estudiados in-
crementaron su matrícula, el número total de 
estudiantes se redujo de 1 mil 906 en 2015 a 1 
mil 173 en 2022. Todos los programas estudia-
dos han tenido importantes reducciones en el 
número de estudiantes, con excepción de la 
UPN, que es una universidad pública y el cos-
to de la matrícula es significativamente más 
bajo. En esta universidad hubo un crecimien-
to en el número de los estudiantes hasta 2016, 
debido en parte a que el programa inició su 
funcionamiento en el año 2009 y sólo hasta el 
2014 tuvo estudiantes en todos los semestres; 

sin embargo, solamente puede recibir 35 es-
tudiantes por cohorte, tal como lo estipula la 
universidad para no exceder su capacidad de 
atención, aunque semestralmente se presen-
tan de 150 a 250 aspirantes (M. Prada, entre-
vista, 2018; D.M. Acevedo, entrevista, 2018). 
Quienes no logran ingresar, y cuentan con 
recursos, pasan a las universidades privadas, 
pero quienes no los tienen quedan sin posi-
bilidades de acceder a la educación superior. 
Algunos aspirantes se han presentado hasta 
5 o 6 veces para lograr ingresar a una carre-
ra en la UPN (M. Prada, entrevista, 2018; D.M. 
Acevedo, entrevista, 2018). Esto deja claro que 
hay demanda de estudiantes. En el caso de 
las universidades privadas, la reducción de 
estudiantes tiene que ver con la escasez de 
recursos que las familias pueden destinar a la 
educación superior de sus hijos/as y a los altos 
costos de las matrículas.

Grá�co 1. Número de estudiantes matriculados 
semestralmente por programa en Bogotá
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Nota: LF: Licenciatura en Filosofía; LFEVH: Licenciatura en Filosofía, Ética y Valores Humanos; LFPPE: Licenciatura en 
Filosofía, Pensamiento Político y Económico; LFER: Licenciatura en Filosofía y Educación Religiosa; UAG: Uni-
versitaria Agustiniana; UPN: Universidad Pedagógica Nacional; USTA: Universidad Santo Tomás; UMD: Corpo-
ración Universitaria Minuto de Dios; USB: Universidad San Buenaventura. 

Fuente: elaboración propia con base en datos del SNIES, en: https://snies.mineducacion.gov.co/portal/ESTADISTICAS/
Bases-consolidadas/ (consulta: 23 de agosto de 2022).

https://doi.org/10.22201/iisue.24486167e.2024.184.61186
https://snies.mineducacion.gov.co/portal/ESTADISTICAS/Bases-consolidadas/
https://snies.mineducacion.gov.co/portal/ESTADISTICAS/Bases-consolidadas/


Perfiles Educativos  |  vol. XLVI, núm. 184, 2024  |  IISUE-UNAM  |  DOI: https://doi.org/10.22201/iisue.24486167e.2024.184.61186
A. Farieta-Barrera y L.A. Murillo Lara | Efectos de las reformas a las políticas de formación…62

La USB, UMD y Uniagustiniana tuvieron 
que hacer reformas sustantivas a sus planes de 
estudio para poder cumplir con los 50 créditos 
de prácticas exigidos por la Resolución 2041 
de 2016. El programa de la USB ya contaba con 
acreditación de alta calidad desde el año 2010, 
vigente por seis años, y en junio de 2016 obtu-
vo la renovación. En el proceso de renovación, 
sin embargo, el programa presentó una nueva 
versión de su plan de estudio —en cuyo dise-
ño habían trabajado los profesores de la insti-
tución desde 2013 (USB, 2014)—, pero la Reso-
lución 2041 no permitió su implementación, 
pues no se ajustaba a los nuevos lineamientos y 
debía modificarse en menos de dos años (H.F. 
González, entrevista, 10 de mayo de 2018).

Así, la Resolución 2041 obligó a la USB a 
presentar una nueva actualización curricular, 
con la cual pasó de 137 a 150 créditos (USB, 2017), 
aunque no aumentó el número de semestres. 
La desazón que produjo esta situación no se 
debió solamente al tiempo perdido en el dise-
ño de un plan de estudio que no se pudo im-
plementar, sino también a que los docentes del 
programa consideraban que ese plan tenía cier-
tas ventajas, en particular en lo que respecta al 
componente disciplinar (Á. Rivera, entrevista, 
6 de abril de 2018).

Cabe mencionar que esta licenciatura no 
aumentó el número de semestres porque allí 
estudian los frailes franciscanos, quienes sólo 
tienen cuatro años para terminar. Esto impli-
có que el nuevo plan quedara con semestres 
de entre 18 y 20 créditos, por encima del pro-
medio para este tipo de programas, que es de 
16. Además, tal modificación trajo consigo un 
aumento en el costo de la matrícula, como lo 
indicó el director del programa en ese mo-
mento (J. Bonilla, entrevista, 23 de mayo de 
2018). Según algunos profesores, el mayor nú-
mero de créditos por semestre y el incremento 
en el costo podría estar provocando la entrada 
de menos estudiantes al programa (Gráfico 1).

Una situación similar se vivió en los pro-
gramas de la UMD y la Uniagustiniana. El pri-
mero pasó de 144 a 160 créditos y un semestre 

adicional, con un promedio de 18 créditos por 
semestre (UMD, 2017). Esta institución cuenta, 
además de la Licenciatura en Filosofía, con un 
programa de estudios profesionales en filoso-
fía que no tiene que cumplir con los requisitos 
de prácticas pedagógicas y sólo tiene ocho se-
mestres. Antes de las reformas se presentaban 
más estudiantes a la licenciatura, pues tiene 
un campo laboral más amplio (J.A. Forero, 
entrevista, 12 de octubre de 2018). Sin embar-
go, producto de la reforma, ahora se presen-
tan menos debido a que ésta tiene un semestre 
más, es más larga, más costosa y menos llama-
tiva para los estudiantes, según su director de 
programa (J.A. Forero, entrevista, 12 de octu-
bre de 2018) (Gráfico 1).

De igual manera, en la Uniagustiniana 
el programa pasó de 150 créditos a 176, y de  
9 semestres a 10; de los programas estudiados 
fue el que más aumentó el número de crédi-
tos. Este aumento se hizo, en parte, para no 
sacrificar el componente disciplinar y poder 
cumplir con las condiciones establecidas por 
la formación sacerdotal, estipuladas por la 
Ratio Fundamentalis Institutionis Sacerdotalis 
(Santa Sede, 2016) y la Constitución Apostóli-
ca “Sapientia Christiana” (Juan Pablo II, 1979). 
Los programas de la UMD y de la USB también 
tuvieron que cumplir con estos requerimien-
tos de la formación sacerdotal, lo cual fue una 
razón adicional para evitar la reducción drás-
tica de créditos disciplinares. Estos requeri-
mientos permitieron hacer cierta resistencia 
en los tres casos frente a la reducción de este 
tipo de créditos, pero a costa de tener que alar-
gar los programas.

De acuerdo con el director del programa 
de la Uniagustiniana, las reformas incidieron 
en la reducción considerable del número de 
estudiantes, pues el costo de la matrícula se 
incrementó 20 por ciento para cada semestre, 
además de que se aumentó un semestre. La 
combinación de estos dos factores hizo que 
el costo total del programa se incrementara 
33 por ciento. De acuerdo con el vicerrector 
académico de la Uniagustiniana (Ricardo 
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Rojas, entrevista, 15 de septiembre de 2018), 
ambas cosas explican, en parte, la reducción 
en el número de estudiantes en la licenciatura 
(Gráfico 1). También hay que mencionar que 
este programa recibía seminaristas de varias 
diócesis y comunidades religiosas —incluida 
la OAR, a la cual pertenece la universidad— 
quienes veían solamente dos o tres años del 
programa de filosofía y luego se retiraban. 
Como esta práctica generaba un alto impacto 
en los índices de deserción, dejó de hacerse.

Cabe agregar que, a diferencia de la UPN, 
en donde el proceso de selección es muy rigu-
roso, en las universidades privadas el proceso 
es más bien poco exigente. Algunos profesores 
de estas universidades —cuyos nombres han 
sido cambiados por razones de privacidad y 
seguridad—, afirman que el único requisito 
para que los estudiantes sean admitidos es 
que puedan pagar la matrícula. No hay tasa de 
rechazo por razones académicas ni, por ejem-
plo, un puntaje de corte en el Examen Saber 
11º,3 como hacen otras universidades. Como 
estos profesores sostienen, el hecho de no con-
tar con procesos de selección se debe a que los 
programas tienen muy pocos estudiantes y 
todo el tiempo reciben presiones instituciona-
les para aumentar su matrícula: “no se pueden 
dar el lujo de dejar escapar a ninguno” (Juan, 
entrevista, 13 de agosto de 2019). Al tiempo que 

	 3	 El Examen Saber 11º es obligatorio para todos los estudiantes en el último año de educación media (11º grado) en 
Colombia (CRC, 2009). 

la necesidad de recibir ingresos de estudiantes 
conduce a los programas a no hacer un proce-
so de selección, al encarecerse reciben menos 
estudiantes.

Cambios de denominación  
y cierre de programas
Los cambios más drásticos los sufrió la USTA, 
como se observa en la Tabla 2, la cual, antes de 
expedida la normatividad específica para las 
licenciaturas, había fusionado la Licenciatu-
ras en Filosofía, Pensamiento Político y Eco-
nómico con la Licenciatura en Filosofía, Ética 
y Valores Humanos en una sola Licenciatura 
en Filosofía, como lo muestra el documento 
de actualización curricular y cambio de deno-
minación (USTA, 2016a). Para la universidad, 
cambiar la denominación implicaba una mo-
dificación en la especificidad disciplinar, lo 
que no se vio como una pérdida, sino —por el 
contrario— como una aclaración del enfoque, 
que incluye todas las áreas de la denomina-
ción anterior (USTA, 2016a). De igual manera, 
la Licenciatura en Filosofía y Educación Re-
ligiosa tuvo que cambiar su denominación a 
Licenciatura en Educación Religiosa, debido 
a que tanto la Resolución 2041 (MEN, 2016, 3 de 
febrero) como la 18583 (MEN, 2017) sólo admi-
ten los siguientes nombres para las licenciatu-
ras en filosofía, ética y educación religiosa:

Tabla 3. Denominaciones permitidas  
por las Resoluciones 2041 de 2016 y 18583 de 2017 (extracto)

Denominación Área obligatoria y fundamental
Licenciatura en Filosofía Educación en ética y valores humanos

Licenciatura en Filosofía y Letras

Licenciatura en Ética y Valores

Licenciatura en Educación Religiosa Educación religiosa

Licenciatura en Teología
Fuente: tomado con ajustes de la Resolución 2041 (MEN, 2016, 3 de febrero) y Resolución 18583 (MEN, 2017).
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En 2016, siguiendo los lineamientos esta-
blecidos por la Resolución 2041 (MEN, 2016,  
3 de febrero), la Licenciatura en Filosofía de 
la USTA presentó su actualización curricular 
y solicitud de renovación de registro califica-
do, las cuales fueron aprobadas. Del mismo 
modo, la institución presentó el programa al 
proceso de acreditación de alta calidad ese 
mismo año, pero no obtuvo dicho reconoci-
miento, por lo que sólo siguió funcionando 
hasta que los estudiantes que se encontraban 
matriculados en ese momento completaron el 
plan de estudio. Una vez que la normatividad 
fue revocada, y después de realizar estudios 
de factibilidad y discusiones internas, la USTA 
orientó sus esfuerzos a trabajar en la presenta-
ción de un nuevo programa.

Una suerte distinta corrió la Licenciatura 
en Filosofía y Educación Religiosa, que cam-
bió su denominación a Licenciatura en Edu-
cación Religiosa y obtuvo acreditación de alta 
calidad en diciembre de 2017. Desde marzo de 
2015 se había propuesto el cambio de denomi-
nación, para diferenciarla de la de Filosofía 
(USTA 2016b). Este programa también estaba 
disciplinarmente muy cerca del programa de 
la Licenciatura en Teología que existía en ese 
momento, al que posteriormente también le 
fue negada la acreditación de alta calidad. Tal 
cercanía generó una discusión conceptual y 
teórica con respecto a su objeto de estudio, en 
busca de diferenciarse, tanto del programa de 
filosofía, como del de teología (USTA, 2016b).

A partir de esto, el programa se reorientó 
hacia una visión más amplia de los estudios 
religiosos, no sólo centrados en la teología 
cristiana, sino también en la religiosidad de los 
pueblos latinoamericanos y el rescate de otras 
cosmovisiones indígenas y africanas (USTA, 
2016b), es decir, en torno a una visión más ecu-
ménica de la religión y los fenómenos religio-
sos; para ello se introdujeron asignaturas como 
Antropología de la religión, Sociología de la re-
ligión e Historia comparada de las religiones. 
Sin embargo, a pesar de que el programa se 
mantiene, no ha logrado conservar el número 

de estudiantes que tenía la Licenciatura en Fi-
losofía y Educación Religiosa (Gráfico 1).

Vale la pena mencionar que en ninguno de 
los programas de la USTA se consideró siquie-
ra la posibilidad de prolongar los programas o 
aumentar su número de créditos pues, por di-
rectrices institucionales, todos los programas 
a distancia de la Facultad de Educación deben 
tener 157 créditos (USTA, 2016b). En esta facul-
tad, cinco de los ocho programas que había en 
2016 perdieron su registro calificado por no 
haber obtenido acreditación de alta calidad, 
lo que generó una reducción considerable de 
estudiantes (Gráfico 1) y, en consecuencia, 
de personal docente y administrativo. Esto 
condujo a la fusión de algunas coordinacio-
nes, como en el caso de las licenciaturas en 
filosofía y en educación religiosa (E. Quitián, 
entrevista, 2018). En medio de esta crisis por el 
cierre de programas, y con el nombramien-
to de una nueva decana a mediados de 2018, 
se inició el proyecto de creación de nuevos 
programas —o reapertura de programas ce-
rrados— y se nombró un nuevo coordinador 
para las licenciaturas en educación religiosa y 
teología (E. Quitián, entrevista, 2018).

Parte de los problemas que tuvo esta facul-
tad para adaptarse a la nueva normatividad se 
deben a que la Resolución 2041 (MEN, 2016, 3 de 
febrero) era mucho más exigente con los pro-
gramas a distancia, a los cuales se les pedía con-
tar con 40 créditos presenciales y asegurar unas 
condiciones de calidad muy altas en las sedes 
regionales (como una adecuada planta física y 
un volumen alto de profesores), lo cual resulta-
ba muy costoso para la institución (E. Quitián, 
entrevista, 2018). En este sentido, el coordinador 
del programa señala que “desde los borradores 
mismos de los decretos había una invisibiliza-
ción o un cierto prejuicio hacia la educación 
abierta y a distancia” (E. Quitián, entrevista, 
2018). Este paso de la primera resolución emiti-
da (MEN, 2016, 3 de febrero) a la segunda (MEN, 
2017) fue lo que dio pie a que esta institución 
tratara de revivir los programas cerrados y con-
siderara la posibilidad de abrir otros.
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Como puede verse, tanto la exigencia de 
acreditación, como la legislación fueron cos-
tosas y nocivas para los programas virtuales 
de la USTA. Además, el poco tiempo que se 
dio para ajustarse a la normatividad fue otro 
factor decisivo para su cierre. Usualmente la 
acreditación de alta calidad requiere dos au-
toevaluaciones, con por lo menos dos años 
de diferencia, para poder evaluar el plan de 
mejoramiento resultado de la primera auto-
evaluación (MEN-CNA, 2013). En este caso, los 
programas tuvieron menos de un año para 
hacer todo el proceso. Según el director del 
programa de ese momento, “ellos hicieron 
una normatividad y pasaron el rasero, a ver 
quiénes lo alcanzaban y quiénes no, como 
una guillotina, a ver quién sobrevivía, po-
niendo en riesgo también los procesos de los 
programas de licenciatura en el país” (E. Qui-
tián, entrevista, 2018).

Desarticulación en la política pública 
sobre la profesionalización docente
Todos los entrevistados manifestaron su pre-
ocupación por la desarticulación de las regla-
mentaciones de 2015 con el Estatuto de pro-
fesionalización docente, o Decreto 1278 (PRC, 
2002), todavía vigente, por el cual se rigen los 
concursos de ingreso y ascenso en el escala-
fón docente de educación básica y media del 
sistema público a nivel nacional. Este decreto 
permite el ingreso a la carrera docente de pro-
fesionales no licenciados, siempre y cuando 
tengan una maestría en educación o hayan 
realizado un curso de profundización pe-
dagógica (PRC, 2002). Así, alguien que quiera 
entrar a la carrera docente podría hacer estu-
dios profesionales en lugar de una licenciatura  
—que tiene mayor duración y costos— y luego 
cursar un programa de pedagogía —con un 
mínimo de 10 créditos, como lo establece el 
Decreto 2035 (PRC, 2005)— o una especializa-
ción, los cuales no necesitan tener componen-
tes prácticos ni incluyen prácticas pedagógi-
cas, como se le exige a las licenciaturas. Así, 
se ahorraría los 40 o 50 créditos de práctica de 

una licenciatura y tendría una formación dis-
ciplinar más fuerte. Es preciso añadir que este 
mismo Decreto 1278 de 2002 (PRC, 2002) esta-
blece la misma escala de remuneración para 
licenciados y para profesionales, por lo que no 
habría ninguna diferencia en términos sala-
riales entre egresar de uno u otro programa. 
De hecho, un egresado de un programa pro-
fesional, que curse un programa de pedagogía 
y luego haga una maestría en educación —con 
tiempo y costos apenas mayores a los que exi-
ge hacer una licenciatura— no sólo estaría 
habilitado para ingresar al escalafón docente, 
sino que quedaría en un mejor nivel salarial 
que quien solamente tenga licenciatura, por el 
hecho de contar con un posgrado.

Lo anterior muestra claramente una des-
articulación entre los lineamientos discuti-
dos para las licenciaturas y las condiciones de 
ingreso y ascenso en la carrera docente, pues 
no existen exigencias análogas (en términos 
de créditos de prácticas y acreditación, entre 
otras) para los programas profesionales o para 
los posgrados en educación. Como afirmó el 
entonces director de la Licenciatura de Filoso-
fía de la USB:

Yo entiendo la intencionalidad del Ministerio. 
Me parece que es un asunto válido pensar en 
la calidad de los docentes que necesitamos 
para nuestros colegios. Pero esa variación de 
criterios que hay en el MEN, esa ambigüedad 
en la ley hace que sea esto un total desastre y al 
final cada uno haga lo que mejor le convenga 
(Bonilla, entrevista, 2018).

Este aspecto de la reforma habría hecho 
que universidades como la USTA considerara 
seriamente la posibilidad de cerrar sus pro-
gramas de licenciatura y ofrecer sólo pro-
gramas profesionales. Adicionalmente, sobre 
todo en la USTA a distancia, se pensó en cen-
trarse en programas de posgrado y en cursos 
de pedagogía para profesionales no licencia-
dos, que son mucho más económicos que las 
licenciaturas. Sin embargo, por la vocación 
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educativa que tienen tanto la Universidad 
como la Orden de los Frailes Dominicos que 
la dirige, esta posibilidad fue desestimada y se 
consideró más bien tratar de revivir las licen-
ciaturas (E. Quitián, entrevista, 2018).

Conclusiones y discusión

Reducción de estudiantes y costos 
adicionales para las licenciaturas
Como lo muestran los resultados, los costos 
de los programas en las universidades pri-
vadas incluidas en este estudio se incremen-
taron debido a la reforma. En unos casos se 
aumentó el número de créditos, en otros se in-
crementó el número de semestres y, en otros, 
ambas cosas.4 Todo ello incidió en una reduc-
ción en el número de estudiantes. A esto hay 
que agregar el costo institucional que implica 
la obtención de la acreditación de alta calidad 
de un programa, que si bien es difícil de esta-
blecer con precisión —como mencionaron los 
entrevistados— también incrementó conside-
rablemente las responsabilidades que recaen 
en quienes estuvieron al frente de los cambios 
curriculares. Debido al costo institucional de 
la acreditación —y al efecto que el aumento 
de las matrículas pudiera tener en el número 
de estudiantes— las universidades considera-
ron su cierre o su reemplazo por programas 
profesionales o de posgrado (más cortos, con 
menos requisitos y a los cuales no se les exi-
ge tener acreditación de alta calidad). Estos 
programas, sin embargo, pudieron sobrevivir 
debido al compromiso misional de las institu-
ciones con la formación inicial de docentes, 
con la educación y con la filosofía, además de 
que los recursos para su funcionamiento pro-
vienen de otras fuentes institucionales y no 
sólo de las matrículas y la autogestión.

	 4	 El aumento en los créditos de prácticas se consideró positivo en programas como el de la UPN, que era el que 
más tiempo dedicaba a prácticas antes de la reforma (15 créditos; Tabla 1). En los otros programas obligó a una 
discusión profunda sobre la relación entre el componente filosófico del programa, el componente de educación 
y las prácticas, en las que fue visto como una pérdida tener que reducir sus créditos en cursos filosóficos. Como 
es referenciado en la literatura, los cursos de filosofía están asociados con el desempeño de los estudiantes de 
licenciaturas en pruebas estandarizadas en Colombia (Farieta, 2022; Farieta y Delprato, 2024). Así, esta reducción 
podría traer, por el contrario, una disminución en el desempeño de los estudiantes en pruebas estandarizadas.

La UPN no solamente es la única univer-
sidad pública en nuestro estudio, sino que 
también es la única de esas características que 
ofrece la Licenciatura en Filosofía de manera 
presencial en la ciudad de Bogotá. Como se-
ñalamos antes, el hecho de que semestralmen-
te se presenten de 150 a 250 aspirantes muestra 
que hay interés por cursar este programa; los 
aspirantes que no logran ingresar y quieren ir 
a una universidad privada, se ven condicio-
nados por su capacidad económica. De este 
modo, un efecto directo de las reformas —el 
aumento del valor de las matrículas— limitó 
el acceso de los aspirantes a las licenciaturas 
en función de su nivel económico, en lugar 
de hacerlo por su capacidad académica (que 
era lo que se recomendaba en los estudios en 
los cuales se basaron estas reformas; ver, por 
ejemplo, García et al., 2014). Este resultado 
fue un efecto colateral, aunque era previsible, 
como lo anticipaban Arias et al. (2018).

Acreditación de alta calidad e 
hiperburocratización
Otros efectos de la normatividad estudiada, 
señalados por los entrevistados, se relacionan 
con la obligatoriedad de obtener acreditación 
de alta calidad. Como subrayan Arias et al. 
(2018), con la Ley 30 de 1992 (CRC, 1992) los pro-
gramas podían inscribirse voluntariamente a 
este proceso. Si esto hubiera sucedido con las 
reformas de 2015, al menos en teoría, se podría 
saber qué programas son mejores que otros, 
información valiosa para padres de familia y 
potenciales estudiantes para saber qué pro-
grama es mejor, cuál tiene mayor reconoci-
miento y, por supuesto, cuál les ofrece la mejor 
relación costo-beneficio (Dill, 1997). Eviden-
temente, al obligar a los programas a llevar a 
cabo el proceso de acreditación de alta calidad 
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el mecanismo pasa de ser de clasificación a 
uno de rendición de cuentas (accountability). 
La lógica aquí es puramente mercantil. A cau-
sa de una aparente “falla en el mercado” —los 
bajos niveles de calidad de los programas de 
formación inicial de docentes— el gobierno 
interviene para asegurar que un producto  
—en este caso, los egresados— cumpla con 
ciertos estándares de calidad; pero el efecto 
que se obtiene, en un contexto altamente pri-
vatizado, es encarecer el valor de los progra-
mas y eliminar un mecanismo de clasificación.

Colombia cuenta con un buen número 
de exámenes estandarizados que se realizan 
a nivel nacional —Saber 3º, 5º, 9º, 11º y Pro— 
considerados también mecanismos de rendi-
ción de cuentas basados en el desempeño de 
los estudiantes. Pero sus resultados no coinci-
den necesariamente con los de la acreditación 
(Hunkin, 2018; Simpson, 2017), especialmente 
en las licenciaturas en filosofía en Colombia 
(Farieta, 2020; Farieta y Delprato, 2024). Si bien 
la acreditación de alta calidad fue una de las 
principales recomendaciones del estudio rea-
lizado por la Fundación Compartir (García et 
al., 2014), en dicho estudio se concluye que la 
acreditación que está correlacionada con me-
jores puntajes en pruebas estandarizadas es la 
institucional, y no la de los programas.

Estar obligados a atender al mismo tiempo 
a más de un modelo de rendición de cuentas 
contribuye a lo que la literatura ha denomina-
do la “hiperburocratización” de la evaluación 
de la educación (Lima, 2016). En este sentido, 
la percepción de los entrevistados es que dedi-
car más tiempo a labores de gestión produce 
una tensión con el tiempo requerido para las 
actividades de docencia e investigación. La 
literatura menciona que un gran problema 
de las evaluaciones por pares es que consume 
demasiado tiempo y recursos (Hanushek y 
Woessmann, 2015a; Verger, 2013).

En conclusión, al convertir la acreditación 
de alta calidad en un mecanismo de rendición 
de cuentas se espera que genere un incremen-
to en el desempeño de los estudiantes. Pero la 

acreditación de alta calidad es un efecto que 
espera tener un programa como resultado del 
buen desempeño de sus estudiantes, y no una 
causa de éste. Así, la política pública estaría 
tomando a la inversa la relación causal que 
subyace a la rendición de cuentas que se reali-
za mediante la medición del desempeño de los 
estudiantes en pruebas estandarizadas.

Desarticulación de la política pública  
y fracaso del modelo mercantilista  
de la educación
El carácter disuasivo que tiene el encareci-
miento de los programas de licenciatura en 
las universidades privadas, tanto para los 
estudiantes como para las instituciones, se 
agrava por el hecho de que, en Colombia, 
quienes ingresan a licenciaturas generalmen-
te provienen de niveles económicos más bajos 
que quienes ingresan a los programas pro-
fesionales (García et al., 2014; Bonilla-Mejía 
et al., 2018; PUJ-LEE, 2020). Además, como se 
dijo en los resultados, para entrar a la carrera 
docente de educación primaria y secundaria 
en Colombia no es necesario tener un título 
de licenciatura, ni hay diferencia en términos 
salariales si los profesores son profesionales o 
licenciados (PRC, 2002). Y aunque para los pro-
fesionales no licenciados se requiere un curso 
que los especialice en docencia, seguiría sien-
do más económico hacer este curso y un pre-
grado profesional que una licenciatura en una 
universidad privada. Si a esto le sumamos que 
los salarios de los docentes están entre los más 
bajos en Colombia (Bruns y Luque, 2015; PUJ-
LEE, 2020), es claro que hay un desincentivo 
estructural para ingresar a las licenciaturas, 
mismo que se agudizó con las reformas.

Como hemos enfatizado, los efectos de 
la nueva normatividad habrían sido mucho 
peores si no hubiera un compromiso de ofre-
cer estos programas de parte de las institu-
ciones, directivos y profesores. El modelo de 
“economía de mercado” que se rige por las 
leyes de la oferta y la demanda empleado por 
el gobierno nacional hasta 2018 fracasaría por 
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completo en mejorar la formación de los do-
centes en filosofía en manos de instituciones 
privadas que esperan que las licenciaturas de 
esa disciplina sean autosostenibles en térmi-
nos económicos.

Verger et al. (2019) han llamado “napoleó-
nicos” a regímenes político-administrativos, 
como el colombiano, en donde existen des-
articulaciones y contradicciones en la política 
pública, como las que hemos evidenciado. En 
este tipo de régimen, unas normas se sobre-
ponen a otras sin tener necesariamente una 
misma direccionalidad, principalmente con 
la intención de sumarse a tendencias inter-
nacionales. En algunos de los países en los 
que las reformas educativas orientadas por 
la NGP no han dado los resultados esperados, 
este fracaso se atribuye a que no han estado 
enmarcadas en un plan de reforma integral, 
o a que la implementación de las políticas y 
sus respectivos instrumentos de rendición de 
cuentas han sido desiguales o rechazados por 
la comunidad educativa, en buena parte por 
no ser ampliamente deliberados con ella (Ser-
pieri et al., 2015; Stamelos et al., 2012).

Sin embargo, lo que parece fallar en el caso 
colombiano no es sólo la coherencia de la po-
lítica pública, sino la concepción misma de la 
educación como un servicio que se rige por las 
leyes del mercado, en el que la responsabilidad 
estatal se limita a la supervisión. Hay razones 
para pensar que existe demanda de este tipo 
de programas (como lo muestra el alto núme-
ro de aspirantes al programa de la UPN) y tam-
bién existe la necesidad de formar docentes 
(Bonilla-Mejía et al., 2018). No obstante, mien-
tras que la inversión de las instituciones pri-
vadas en este tipo de programas depende de 
que sean sostenibles, éstos se vuelven costosos 
y quienes desean ingresar a ellos tienen poca 
capacidad de pago; en este contexto, la deman-
da se vuelve irrelevante. A su vez, mientras   
que los salarios de los docentes sigan estando 
dentro de los más bajos en Colombia (Bruns 
y Luque, 2015; PUJ-LEE, 2020) se desestimu-
lará a los estudiantes a invertir en pregrados 

costosos. Sólo se mantiene invariable la nece-
sidad social de formar docentes de calidad.

Todo parece indicar, entonces, que el 
problema de la calidad de la educación —so-
bre todo en lo que se refiere a la formación 
de maestros— no se podrá resolver apelando 
a reformas que solamente regulan el mer-
cado educativo, sino que se requiere de una 
intervención directa del Estado, como han 
demostrado diversos estudios (Apple, 2001; 
Zimmerman, 2018; Walker et al., 2019), espe-
cialmente en un contexto tan inequitativo 
como el colombiano.

Conclusión: la doble lucha  
de las licenciaturas en filosofía
Nuestros resultados pueden parecer desalen-
tadores, pero proponemos verlos como un 
conjunto (parcial) de retos que deben de tener 
en cuenta tanto los formuladores de políticas 
públicas que inciden en la formación de do-
centes como las instituciones de educación 
superior que ofrecen programas de formación 
inicial de docentes (quienes deben implemen-
tar este tipo de políticas). Para empezar, la 
normatividad aplicada no tuvo en cuenta la 
política pública anterior sobre el ingreso de 
profesionales no licenciados a la carrera do-
cente. Si se le ha de prestar atención a los pro-
gramas de pregrado colombianos, cuyos egre-
sados pueden ejercer la docencia, no basta con 
enfocarse en los programas de licenciatura.

Con respecto a la implementación de la re-
forma, destacamos varios aspectos. Primero, 
al ignorar las particularidades de las universi-
dades, ésta fue accidentada, heterogénea y ge-
neró resistencias de diversos tipos. Segundo, 
dada la manera en que se asignan responsabi-
lidades dentro de las universidades privadas, 
implementar la reforma profundizó el debi-
litamiento de formas colegiadas de liderazgo 
que resultan saludables en el sector educativo. 
Finalmente, el experimento de convertir la 
acreditación de alta calidad en un requisito 
obligatorio probó tener numerosos defectos, 
entre los cuales destacamos la transformación 
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de un mecanismo de prestigio en uno de ren-
dición de cuentas que ha hiperburocratizado 
el sistema educativo superior colombiano al 
aumentar los mecanismos e instancias de ren-
dición de cuentas.

Por otro lado, entre las principales conse-
cuencias de la reforma se incluyen: 1) la reduc-
ción del componente disciplinar de los planes 
de estudio analizados (que ya hemos discu-
tido en otra parte; Valderrama et al., 2019); y 
2) la reducción de la oferta y del acceso a este 
tipo de programas (debidos o bien a su cierre, 
o bien a su encarecimiento). Como argumen-
tamos, estos dos efectos son resultado (directo 
o indirecto) del aumento en el número de cré-
ditos de prácticas. En particular, subrayamos 
que la segunda consecuencia (la reducción de 
la oferta y del acceso a estos programas) delata 
una orientación neoliberal en la normativi-
dad abordada en este estudio —característica 
de la nueva gerencia pública— que pone poca 
atención a ciertos efectos socioeconómicos 
potenciales de la política pública.

Así, es posible entender algo que resulta 
paradójico: la implementación de la reforma 
estudiada acabó desestimulando la formación 
inicial de docentes precisamente cuando lo que 
la motivó fue reconocer la urgencia de formar 

docentes con calidad. Se buscó implementar 
esta reforma a pesar de las IES, sus docentes y 
estudiantes, no de la mano de ellos. Cuando 
se trata de objetivos como el de lograr mejores 
docentes y, con ello, un mayor logro educativo 
(y así, probablemente, un mayor crecimiento 
económico), es fundamental sortear adecua-
damente los retos que hemos caracterizado.

Nuestro estudio se limitó solamente a sie-
te instituciones, pero otras universidades han 
abierto programas con posterioridad. Como 
mencionamos al inicio de la sección de resul-
tados (ver Gráfico 1), hay otros programas que 
parecen estar creciendo, sobre todo los nuevos 
que no se incluyeron en el presente estudio. Se 
requerirá una investigación posterior para 
determinar en unos años cómo se comporta 
la matrícula. Es preciso señalar que nuestro 
estudio se ha enfocado solamente en la ciu-
dad de Bogotá, que recoge aproximadamente  
20 por ciento de los estudiantes de licenciatu-
ras en filosofía a nivel nacional (Farieta, 2022). 
No podemos sacar conclusiones a nivel na-
cional, pero definitivamente parece necesario 
seguir haciendo seguimiento e investigación 
más exhaustiva sobre cómo se ve afectada la 
educación filosófica a nivel universitario en 
Colombia.
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